Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala II; HALFON SAMUEL c/ GCBA Y OTROS. 16-09-2008. Causa Nº 28976-0

Buenos Aires, 16 septiembre de 2008. VISTOS: Estos autos para resolver los recursos de apelación interpuestos a fs. 49 por la actora y a fs. 52/4 por la demandada contra lo resuelto a fs. 47/8 y CONSIDERANDO: 1. Que, a fs. 1/4, el actor interpuso la presente acción de amparo por mora a efectos de obtener respuesta al pedido de información que, en los términos de la ley 104 y con fecha 5/3/08, dedujera respecto de la obra de mantenimiento del edificio ubicado en la calle Vilariño 2496. Señaló que, una vez transcurrido el plazo de diez (10) días hábiles que estipula el art. 7º de la ley 104, la Administración no contestó el pedido así como tampoco comunicó que haría uso de la prórroga que la norma citada le acuerda. 2. Que, trabada la litis conforme los términos expuestos por la demandada en su presentación de fs. 22/9, la magistrada de la instancia anterior hizo lugar, con costas, a la acción de amparo por mora y, en consecuencia, ordenó al GCBA que, dentro del plazo de veinte (20) días, brindase la información solicitada. Asimismo, reguló los honorarios del actor, letrado en causa propia, en la suma de pesos quinientos ($ 500). Para así decidir sostuvo, luego de exponer las pautas aplicables en materia de amparo por mora y acceso a la información, que, hasta la fecha del dictado de la sentencia y de acuerdo a las constancias acompañadas a la causa, no surgía que la demandada hubiera resuelto la petición formulada por el actor. Señaló, en ese orden de ideas, que el informe que daba cuenta del motivo por el que la Administración no habría podido responder a Halfon (ver nota Nº 2013/DGAJUD/08 obrante a fs. 16 y acompañada con la contestación del traslado de la acción) recién había sido emitido luego de iniciada la presente y, además, una vez vencido el plazo estipulado por la ley 104. Para concluir agregó, en perjuicio de lo sostenido por la demandada respecto de la dependencia a la que el actor habría dirigido su requerimiento: “... considero que es el GCBA quien debe realizar las averiguaciones pertinentes, a los fines de que el pedido de informes sea realizado por la autoridad administrativa o en el ámbito administrativo correspondiente. Máxime, cuando la nota es presentada en la Dirección General de la Mesa General de Entradas y Salidas del GCBA, no en un Ministerio o en una dependencia en particular” (ver fs. 48). 3. Que contra lo así resuelto el GCBA dedujo recurso de apelación, exponiendo, en síntesis, que el rechazo de la acción se impone en virtud del error en el que habría incurrido el propio amparista al dirigir su pedido de informes a una repartición (Dirección de Diseño) que, a esa fecha, no existía en el ámbito de la Secretaría de Cultura. Por último, ambas partes también apelaron —por altos la demandada y por bajos la actora— los emolumentos regulados en primera instancia. 4. Que cabe recordar que según el art. 105, inc. 1º de nuestra Constitución, es deber del Jefe de Gobierno: “Arbitrar los medios idóneos para poner a disposición de la ciudadanía toda la información y documentación atinente a la gestión de gobierno de la Ciudad.” Asimismo, según el art. 1º de la ley 104: “Toda persona tiene derecho, de conformidad con el principio de publicidad de los actos de gobierno, a solicitar y a recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna, de cualquier órgano perteneciente a la administración central, descentralizada, de entes autárquicos, empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias, del Poder Legislativo y del Judicial, en cuanto a su actividad administrativa, y de los demás órganos establecidos en el Libro II de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires.” Las normas mencionadas se relacionan con el básico principio de la publicidad de los actos de gobierno, que la Constitución de la Ciudad consagra desde su primer artículo con singular énfasis, junto con el de participación ciudadana. Oportuno es entonces reiterar que quienes sentaron las bases del sistema republicano consideraron crucial la publicidad de los actos estatales (ver esta Sala in re “Asesoría Tutelar c/ GCBA s/ habeas data”, EXP 4514/0, del 30/4/02) y obviamente tal principio no puede ser desconocido alegando meros óbices formales. 5. Que, expuestas tales pautas generales, corresponde anticipar la improcedencia del recurso deducido. Es que, a partir del examen de las constancias agregadas a la causa puede concluirse sin mayor esfuerzo que, desde la fecha en que el actor realizó su petición (5/3/08, fs. 8/9) y hasta el momento en que presentó su demanda (25/3/08, fs. 4), el plazo de diez (10) días hábiles que acuerda el art. 7º de la ley 104 se encontraba vencido. Y sobre este punto, que es el que resulta determinante para apreciar la admisibilidad de la acción, la recurrente omite toda consideración. En efecto, en oportunidad de contestar el traslado de la presentación inicial (con fecha 25/4/08; ver fs. 29 vta.), el GCBA fundó su defensa y la falta de contestación del pedido de informes en la modificación del organigrama administrativo; así, señaló que la Dirección de Industrias Culturales y Diseño ya no dependía del Ministerio de Cultura —repartición a la que el actor había dirigido su requerimiento— sino que pertenecía al ámbito del de Producción y que, por ello, era “... de imposible cumplimiento brindar la información solicitada” (ver fs. 27). Esta argumentación, reiterada en el memorial, en modo alguno exime de la observancia de los plazos estipulados en la ley 104 y, menos aún, alcanza para modificar la conclusión vertida por la sentenciante de grado. Máxime cuando, como bien señala el a quo, la solicitud de informes fue presentada por el actor ante la Mesa General de Entradas, Salidas y Archivo del GCBA por lo que, en todo caso, si el organismo al que se dirigía el pedido no se encontraba más en la órbita señalada por el particular, correspondía a la Administración derivar la nota a la repartición pertinente. La solución contraria importaría tanto como consagrar en cabeza de los administrados la obligación de conocer cualquier modificación en la compleja y siempre cambiante organización del Ejecutivo; ello, so pena de ver frustrado todo pedido de informes. 6. Que, a todo evento y si, como señala la recurrente, la forma en que Halfon realizó su presentación promovía la confusión de las autoridades administrativas respecto de la repartición que debía evacuar la información requerida (ver fs. 53), la demandada contaba con la posibilidad de solicitar la prórroga que estipula el mismo art. 7º de la ley 104, mas no, evidentemente, con la de pretender fundar en esa circunstancia —tanto en sede administrativa como en esta instancia judicial— la falta de respuesta. 7. Que, en cuanto a las costas corresponde que sean impuestas al GCBA (art. 62 del CCAyT). 8. Que, por último, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 1º, 6º, 8º, 36 y concordantes de la ley 21.839 —texto según ley 24.432— y teniendo en cuenta la naturaleza de la cuestión debatida y la entidad de la labor desarrollada por el profesional interviniente, corresponde confirmar —por resultar ajustados— los honorarios regulados en primera instancia. Asimismo, por las tareas desarrolladas ante esta Alzada y de conformidad con lo normado por el art. 14 de la ley citada, estipúlanse los emolumentos del Dr. Samuel Halfon, letrada en causa propia, en la suma de pesos ciento setenta y cinco ($ 175). Por lo expuesto, el Tribunal RESUELVE: I.- Rechazar el recurso de apelación articulado por la demandada y, en consecuencia, confirmar la sentencia apelada. Con costas (art. 14 CCABA). II.- Confirmar los honorarios regulados en primera instancia y, a su vez, fijar en la suma de pesos ciento setenta y cinco ($ 175) los correspondientes a las tareas desarrolladas ante esta Alzada. Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.
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